
Expte.  

Destinatarios:

EXCMO. SR. VICEPRESIDENTE Y
CONSEJERO DE PRESIDENCIA Y
RELACIONES INSTITUCIONALES DEL
GOBIERNO DE ARAGÓN

EXCMO. SR. ALCALDEPRESIDENTE DEL
AYUNTAMIENTODE ZARAGOZA

Zaragoza, a 26 de septiembre de 2005

ASUNTO:  Sugerencia relativa a la adopción de medidas para evitar molestias de un bar

I.- ANTECEDENTES

PRIMERO.-  El  día 12/05/05 tuvo entrada en esta Institución  una queja
planteando un problema tristemente reiterado: el ruido de los locales de ocio.

SEGUNDO.-  En  la misma el interesado hace alusión  a  las  molestias
ocasionadas por  un  bar  situado en el número 32 de la calle Predicadores, con el
rótulo comercial “Chango Latino”. Según afirma el ciudadano, en este bar se genera
una música estridente que desde el atardecer hasta las siete de la mañana no les
permite dormir en sus casas. En varias ocasiones han llamado a la Policía Local y ha
efectuado mediciones de ruido que han resultado positivas en todos los casos.

Sin embargo,  fuera de las sanciones que puedan imponérseles, no se
adopta ninguna otra medida para resolver este problema que padecen los vecinos,
imposibilitados para poder descansar normalmente de jueves a  domingo todas las
semanas, y más días cuando coincide fiesta de algún tipo.

TERCERO.-  A  la vista de la queja presentada, se  acordó  admitirla a
mediación, efectuando la oportuna asignación del expediente para su instrucción. A
tal  objeto,  se enviaron  con fecha 18/05/05 sendos escritos  al  Ayuntamiento de
Zaragoza y al Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales recabando
información  acerca  de  la  cuestión planteada en la queja y,  con  referencia a la
competencia de cada uno, sobre la disponibilidad de licencia municipal, denuncias
vecinales  y  actuaciones  realizadas ante los incumplimientos,  tanto  en  materia de
ruidos como de horario de apertura.

CUARTO.- La  respuesta del Ayuntamiento se recibió  el  09/06/05; en el
informe  de la  Policía  Local de 31/05/05 se indica “Que  el  mencionado
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establecimiento  se  encuentra denunciado en cincuenta  ocasiones,  24 por
incumplimiento del horario de cierre determinado por la Orden Ministerial de 23 de
noviembre de 1977 y remitidas dichas denuncias a Dirección General de Interior de
la Diputación General de Aragón, competente en la tramitación de dichas denuncias
en virtud del RD 1053/94, 12 denuncias derivadas por molestias de ruidos, donde se
cumplimentan  las  preceptivas actas de comprobación de  dichas  molestias y
remitidas a  la Gerencia de Urbanismo y Arquitectura del Excmo. Ayuntamiento de
Zaragoza y 14 denuncias derivadas de la Inspección mencionada y remitidas a las
distintas Administraciones y Departamentos competentes por la materia”. De acuerdo
con la documentación que acompaña, las infracciones por ruidos son en su mayoría
graves o muy graves; cita también otras de naturaleza muy diversa: instalar sistema
de ambientación sonora sin autorización, irregularidades en la cumplimentación de
los registros de actividades con trascendencia para la seguridad ciudadana, carecer
de hojas de reclamaciones, no tener en perfecto estado de limpieza los aseos, etc.

Posteriormente  se recibe un nuevo informe del Servicio  de  Disciplina
Urbanística del Ayuntamiento donde indica que a este establecimiento se denegó la
licencia  de  apertura  al  considerar al interesado desistido de  su  petición  por no
aportar  la  documentación que le fue requerida; esta resolución  conllevaba la
clausura de la actividad, pero por auto judicial se suspendió su eficacia, sin que haya
concluido  el procedimiento contencioso administrativo porque  la  resolución del
Juzgado fue apelada ante el Tribunal Superior de Justicia de Aragón.

La  demanda  ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo tiene por
objeto  el  acuerdo de  la  Comisión de Gobierno del Ayuntamiento de  Zaragoza de
24/10/03  por la  que  se  decreta el cierre del bar por consecuencia  de  tener por
desistido  al  actor  de  su  solicitud de licencia de apertura. Atendido  esta causa
concreta,  y dado que el  establecimiento tenía una licencia anterior  para  ejercer la
actividad en la  planta calle, el Juez accede a la medida cautelar  solicitada por los
demandantes y levanta la clausura del bar para la zona en la que ya se disponía de
licencia, considerando que “En este trámite no se alcanza a ver un particular perjuicio
a  los  intereses  generales  para que la ejecución del acto no  pueda  demorarse al
menos hasta que se celebre la comparecencia a que obliga el art. 135 de la LRJCA
el negocio lleva abierto muchos años y no se cierra por ruidos o molestias sino por
carecer de licencia-, en el que a la vista de las alegaciones suscitadas y en concreto
la  prosperabilidad  o  no  del recurso- se podrá levantar, confirmar  o  modificar la
medida”. No obstante, y tras los oportunos recursos, el asunto se resuelve mediante
sentencia de 16/03/05, que declara ser conforme a Derecho la actuación municipal,
pero no es firme, pues existe sobre la misma un recurso de apelación que no ha sido
resuelto.

Por su  parte,  el  Departamento de Presidencia del Gobierno  de  Aragón
informa que entre agosto de 2005 y la misma fecha en 2005 el establecimiento en
cuestión  ha recibido  27  denuncias por incumplimiento de  horario,  habiéndose
instruido los correspondientes expedientes sancionadores.

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Primera.- Sobre la necesidad de poner coto a los problemas derivados del
ruido.

Según la información remitida, este local contaba con una licencia originaria,
pero  al  solicitar  ampliación a la planta sótano y no completarse el  expediente se



ordenó  la  clausura  del  establecimiento, que ha sido recurrida  y  está  actualmente
pendiente de la resolución judicial.

Se trata este de un aspecto del expediente que tiene carácter formal y se
resolverá conforme al procedimiento en curso; como indica la resolución dictada por
el Juez con fecha 21/09/04 “a diferencia de otros supuestos de suspensión de orden
de clausura de actividades comerciales, el Auto de este Juzgado de 15/12/2003 no
está sujeto a contracautela alguna y por lo tanto no cabe levantar la medida cautelar,
por el hecho de que se haya formulado denuncia por exceso de ruido a la entidad
recurrente”,  añadiendo  a  continuación “No obstante procederá  el  procedimiento
sancionador administrativo pertinente por vulneración de la ordenanza de  ruidos y
vibraciones”.

Así, para resolver los problemas generados por el establecimiento que nos
ocupa  deben distinguirse los aspectos formales relativos a la licencia de  apertura,
que se resolverán judicialmente tras la apelación de la sentencia de 16/03/05, de los
derivados del ruido del establecimiento que causa graves molestias a los vecinos.

De acuerdo con el informe del Ayuntamiento y la documentación aportada
por los interesados, el establecimiento en cuestión ha sido denunciado en múltiples
ocasiones por el exceso de ruido, calificándose varias de las infracciones como muy
graves. El artículo 54.4.a de la Ordenanza municipal para la protección contra ruidos
y vibraciones califica como infracción muy grave superar en 6 o más dB(A) los límites
sonoros establecidos en el título III.

Constan  en  el  expediente actas de medición de ruidos efectuadas por la
Policía Local que acreditan intolerables excesos sobre los límites permitidos, como la
nº 3320, en que el ruido sobrepasa en 10,7 dB(A), la nº 1928, en que el exceso es de
13,7  dB(A)  o la  nº  3188,  que señala 6,5 dB(A). Como se ha  reiterado  por esta
Institución  a cuenta  del  mismo problema, las infracciones descritas  afectan muy
gravemente derechos constitucionales y suponen una agresión al medio ambiente y
a la salud de las personas que exige una respuesta del Derecho.

El preámbulo de la Ordenanza para la protección contra ruidos y vibraciones
manifiesta la voluntad del Ayuntamiento de Zaragoza de “dotarse de una norma que
contenga  medidas  eficaces, proporcionadas y congruentes,  para  proteger a los
ciudadanos frente a la contaminación acústica, en el marco de los principios fijados
por la Unión europea en el “V Programa de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible”
en el  que se plantea como objetivo “Nadie debe estar expuesto a niveles de ruido
tales que pongan en peligro su salud y calidad de vida”.

Conforme  a  este criterio, la Ordenanza establece  unos  criterios de
prevención  y de  calidad  acústica, limitando los ruidos procedentes  de  diversas
fuentes (generados por los ciudadanos en la vía pública y en la convivencia diaria,
vehículos, trabajos en la calle, avisadores acústicos, actividades, etc.), a la vez que
determina las características de medición y límites de niveles acústicos y establece
un  régimen  sancionador.  Su artículo 55 señala que para la  graduación  de las
sanciones se valorarán conjuntamente la existencia de intencionalidad o reiteración,
la reincidencia, la naturaleza de la infracción, atendiendo en especial a las molestias
o daños inferidos a los vecinos, y el beneficio económico obtenido por la actividad
infractora, y establece las cuantías de las multas, con la especificación “Sin perjuicio
de lo  anterior, en casos de especial gravedad o trascendencia y en los supuestos
contenidos en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de Seguridad Ciudadana, y
conforme  a  lo  dispuesto  en su artículo 29.1, el alcalde podrá  sancionar, previa
audiencia  de la  Junta Local de Seguridad, con: a) Suspensión de  la  actividad. b)
Imposición  de  multa  de  hasta 1.000.000 de pesetas (6010,12  euros)”.  La Ley



Orgánica de Seguridad Ciudadana tipifica en su artículo 23 como infracción grave la
apertura de establecimientos y la celebración de espectáculos públicos o actividades
recreativas careciendo de autorización o excediendo de los límites de la misma, uno
de los cuales es el nivel permitido de ruidos.

Esta misma finalidad de prevenir los nocivos efectos del exceso de ruidos
tiene  la  disposición  adicional primera de la Ordenanza, que  prevé  el  precinto
excepcional e inmediato de emisores de ruido “en supuestos de graves afecciones al
ambiente  circundante  por  la superación de niveles sonoros en  más  de  6  dB(A),
conforme a los límites establecidos en el título III, y para evitar la persistencia de la
conducta  infractora, sin perjuicio de la apertura del correspondiente procedimiento
sancionador …”.

De  acuerdo  con  lo indicado, y de forma independiente  al  aspecto de la
existencia  o no  de  licencia, el Ayuntamiento de Zaragoza  dispone  de  normas
apropiadas para justificar su intervención cuando detecte problemas de ruidos que,
superando los niveles establecidos en sus ordenanzas, produzcan molestias a los
vecinos y alteren su normal ritmo de vida.

   
Segunda.-  Sobre el incumplimiento de horarios  de  cierre de

establecimientos
La competencia que en materia de control del cumplimiento de horarios de

espectáculos públicos y actividades recreativas corresponde al Gobierno de Aragón.
Parece innecesario reiterar argumentos ya expuestos en relación con los problemas
generados por los establecimientos de ocio y el incumplimiento de las condiciones a
que están sometidos, remitiéndonos a las consideraciones jurídicas contenidas en
otros informes sobre este reiterativo asunto.

Sugerencias  de  expedientes anteriores instan a adoptar  medidas  legales
más eficaces que las meras sanciones económicas para conseguir que se cumplan
las normas vigentes y evitar los efectos negativos del incumplimiento reiterado de los
horarios  de  apertura;  esta opción ha sido reconocida por el  Director  General de
Interior al indicar que “estudiará la conveniencia de adoptar medidas distintas a las
sanciones económicas para evitar las consecuencias negativas de establecimientos
que incumplen reiteradamente las normas sobre horarios de apertura, incluida la del
cierre  de  los establecimientos en cuestión” (expediente DI-401/2004-2),  o  por el
propio  titular del  Departamento (expediente DI-1160/2004-2),  al  dar  traslado “a la
Dirección  General  de  Interior para que estudie la conveniencia  de  adoptar las
medidas  legales  precisas para lograr mayor eficacia al objeto  de  evitar las
consecuencias  negativas  que producen aquellos establecimiento  que,  de forma
reiterada, incumplen los horarios establecidos en la normativa vigente, perjudicando
de  este  modo  la  calidad  de vida de los vecinos”, posición que  se  repite  con la
aceptación de  la  Sugerencia formulada en el expediente DI-571/2005-2, motivado
por el mismo problema.

Hasta tanto se apruebe la futura Ley de Espectáculos Públicos y Actividades
Recreativas, actualmente  en trámite ante las Cortes de Aragón,  la  Comunidad
Autónoma  dispone  de  instrumentos legales adecuados para  intervenir  ante un
problema  que  supone  una agresión continua a derechos fundamentales  de los
vecinos  afectados  y  exige una respuesta inmediata, que  la  Administración
competente puede dar con apoyo en la vigente normativa.

El  artículo  81.35  del Reglamento General de Policía  de  Espectáculos
Públicos y Actividades Recreativas tipifica como infracción “El retraso en el comienzo



o terminación de los espectáculos o en el cierre de los establecimientos, públicos,
respecto  de los  horarios  prevenidos”. Dada la importancia de  esta  materia y su
afección a derechos fundamentales, el artículo 26 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, considera infracción leve a
la seguridad ciudadana el  exceso en los horarios establecidos para la apertura de
establecimientos y la celebración de espectáculos públicos o actividades recreativas,
pero  sanciona  como  infracción grave (art. 23.1.o) la comisión  de  una  tercera
infracción  leve  dentro  del  plazo de un año. La Ley fija un régimen  que  combina
diversas formas de sanción: económica mediante multas, pero también suspensión
de  licencias o  clausura  de los establecimientos. Según datos  facilitados por
Departamento, en el  supuesto que nos ocupa encontramos que hay 27 denuncias
por excederse del horario permitido.

Las sanciones  que se proponen en los expedientes  incoados  por la
infracción  de horarios  se  limitan a la imposición de multas;  pero,  observada la
reiteración del incumplimiento, que se traduce en la permanencia de las molestias a
los vecinos, sería conveniente adoptar  medidas de mayor eficacia coercitiva. Así lo
valora  el Tribunal  Supremo en Sentencia de  la  Sala  de lo
Contencioso-Administrativo, Sección 6ª, de 9 octubre 1999 cuando,  enjuiciando el
cierre de un bar, dice “La resolución impugnada contiene los motivos por los que se
acuerda el cierre provisional: el reiterado incumplimiento de las normas de horario de
cierre, y el  fin que la justifica: procurar la evitación de perjuicios al  interés general,
concretado en el derecho de los ciudadanos al descanso”.

La Administración, bien sea local o autonómica, tiene la obligación de hacer
respetar, dentro de su ámbito competencial, las normas que regulan el ejercicio de
actividades.  La  formulación de tan elevado número de denuncias,  bien  sea por
incumplimiento de horarios o de límites sonoros,  a un mismo establecimiento, que
sigue  funcionando  exactamente igual y generando las mismas  molestias a los
vecinos,  es un  dato  con la suficiente entidad como para hacer  pensar en la
necesidad de dar  un  giro  más efectivo al actual modo de funcionamiento, pues el
respeto a  los ciudadanos a los que la Administración debe servir, al  ordenamiento
jurídico y a la propia Institución debe impulsar una acción decidida para poner fin, o
al menos corregir, este estado de cosas. Se trata de un tarea difícil y posiblemente
de  poco reconocimiento, pero no por ello debe abandonarse, pues ello supone el
desamparo y la desprotección de derechos fundamentales de muchos ciudadanos
que se ven agredidos por estas conductas y no encuentran una respuesta adecuada
en la Administración.

III.- RESOLUCIÓN

Vistos  los  antecedentes de hecho y consideraciones  realizadas, y en
ejercicio  de  las  facultades que a esta Institución confiere el artículo 22  de  la Ley
4/1985, de  27  de  junio, reguladora del Justicia de Aragón, he  resuelto  efectuar al
Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales del Gobierno de Aragón y
al  Ayuntamiento  de  Zaragoza, para su aplicación por cada  uno  en  su  ámbito
competencial, la siguiente SUGERENCIA:

Que utilicen todos los medios legales previstos en el vigente ordenamiento
jurídico para evitar el incumplimiento reiterado de horarios o el exceso de ruidos por
parte  de  los  establecimientos públicos, en orden a evitar  las  indeseables



consecuencias que ello comporta para la convivencia ciudadana y los derechos de
los vecinos afectados.

Agradezco  de  antemano su colaboración y espero que  en  un  plazo no
superior  a  un  mes  me  comunique si acepta o no la Sugerencia  formulada,
indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa.

EL JUSTICIADE ARAGÓN

FERNANDO GARCÍAVICENTE


